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PARTE I. PRINCIPIOS GENERALES

BLOQUE 1. Introducción

¿Qué se entiende por acto administrativo? En la legislación española no existe 
una definición específica del mismo pero, si acudimos al Diccionario del español 
jurídico (DEJ RAE) encontramos la siguiente definición:

“Decisión atribuible a una administración pública ya sea resolutoria o de trá-
mite, declarativa, ejecutiva, consultiva, certificante, presunta, o de cualquier otra 
clase, cuando ha sido adoptada en ejercicio de una potestad administrativa”.

La nueva Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Co-
mún de las Administraciones Públicas (en adelante LPACAP) abre su exposición de 
motivos con unas significativas palabras:

“La esfera jurídica de derechos de los ciudadanos frente a la actuación de las 
Administraciones Públicas se encuentra protegida a través de una serie de instru-
mentos tanto de carácter reactivo, entre los que destaca el sistema de recursos 
administrativos o el control realizado por jueces y tribunales, como preventivo, a 
través del procedimiento administrativo, que es la expresión clara de que la Ad-
ministración Pública actúa con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho”.

La actual regulación vuelve a la estructura establecida con anterioridad a la 
Ley 30/1992, en la que se dividía en dos leyes el Procedimiento Administrativo 
Común; de esta manera, la LPACAP regula las relaciones de los interesados con 
las Administraciones públicas, es decir, las relaciones “ad extra”; por su parte, la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en adelan-
te LRJSP) sistematiza las relaciones “ad intra” de cada Administración según los 
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordina-
ción, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho, como reza el artículo 103 de la 
Constitución Española (en adelante C.E.).

BLOQUE 2. Clases de recursos administrativos. 
Recursos ordinarios, extraordinarios y especiales

Los actos administrativos gozan de una presunción de validez “iuris tantum” 
recogida en el artículo 39.1 de la LPACAP de la siguiente forma:

•	 Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Admi-
nistrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en 
que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.



10

RECURSOS ADMINISTRATIVOS

•	 La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto 
o esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación superior.

•	 Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos 
cuando se dicten en sustitución de actos anulados, así como cuando 
produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos 
de hecho necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la 
eficacia del acto y ésta no lesione derechos o intereses legítimos de 
otras personas.

•	 Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones 
Públicas en el ejercicio de su propia competencia deberán ser observa-
das por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan 
jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra Administración.

•	 Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus 
competencias, un acto que necesariamente tenga por base otro dictado 
por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es ilegal, 
podrá requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto de 
acuerdo con lo dispuesto en el Art. 44 de la LJCA, y, de rechazar el reque-
rimiento, podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos 
casos, quedará suspendido el procedimiento para dictar resolución.

Los arts. 106 a 126 de la LPACAP se ocupan de la revisión de actos en vía adminis-
trativa. Tal revisión puede realizarse de oficio por la propia Administración o a con-
secuencia de la interposición de recursos administrativos, que como señaló Gar-
cía de Enterría son “actos del administrado mediante los que este pide a la propia 
Administración la revocación o reforma de un acto suyo o de una disposición de 
carácter general de rango inferior a la Ley en base a un título jurídico específico”.

La doctrina clasifica los recursos administrativos en ordinarios, extraordinarios 
y especiales. En este sentido, la LPACAP establece en sus artículos 112 y 113 que 
los interesados podrán interponer los recursos administrativos ordinarios de alza-
da y reposición: “Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos 
deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad 
de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a de-
rechos e intereses legítimos (...)”; y recurso extraordinario de revisión contra los 
actos firmes cuando concurran algunas de las circunstancias tasadas del artículo 
125.1 de la LPACAP, a cuyo análisis posterior nos remitimos.

A tenor de lo anterior, podemos definir los recursos especiales como aquellos 
que son resueltos por órganos específicos o versan sobre una materia específica, 
tales como, el recurso especial en materia de contratación pública regulado en el 
art. 44 de la Ley 9/2017, de 8 de diciembre, de Contratos del Sector Público(en 
adelante LCSP) o las reclamaciones reguladas por leyes especiales.

Ahora bien, las reclamaciones económico-administrativas tienen carácter obli-
gatorio y previo al recurso contencioso-administrativo, ajustándose a los proce-
dimientos establecidos por su legislación específica, es decir, se regularán por lo 
dispuesto en los artículos 226 a 244 de la Ley General Tributaria, siendo resueltas 
por un órgano distinto e independiente del que dictó el acto recurrido.

Alrededor de los procedimientos tributarios, se han generado cuestiones como la 
efectividad del agotamiento de la vía administrativa previa como requisito de procedi-
bilidad del recurso contencioso-administrativo, y el tema de los recursos administra-
tivos manifiestamente inútiles. El TS en su Sentencia, de fecha 21 de mayo de 2018, 
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núm. 815/2018, rec. 113/2017 (Núm. Cendoj: 28079130022018100154) ha respon-
dido a las mismas declarando que “(...) si para el ejercicio de la acción jurisdiccional 
frente a una Administración pública se exigiera a los ciudadanos la interposición de 
un recurso administrativo que se revelara manifiestamente ineficaz para el éxito de 
su pretensión, cabría concluir, en la medida en que la formulación del recurso se 
erigiría en una carga procesal para el demandante como presupuesto de viabilidad 
de su acción jurisdiccional [vid. SSTC 108/2000 (ES:TC:2000:108; FJ 4º), 275/2005 
(ES:TC:2005:275; FJ 4º) y 75/2008 (ES:TC:2008:75; FJ 4º)], que esa carga, en cuanto 
inútil, negaría la razón que justifica su imposición, deviniendo desproporcionada y vul-
neradora del derecho a obtener la tutela judicial efectiva, al tiempo que desconocería 
el mandato del artículo 106.1 CE, que impone un efectivo control jurisdiccional de la 
actuación administrativa. Este último precepto constitucional exige que los instru-
mentos procesales se articulen de manera que hagan posible una fiscalización plena 
del ejercicio de las atribuciones administrativas [vid. STC 238/1992 (ES:TC:1992:238; 
FJ 6º)], plenitud incompatible con demoras impuestas por la interposición de recursos 
en vía administrativa manifiestamente ineficaces e inútiles para dar cumplimiento al 
fin que los justifica”, y, aunque se centra principalmente en el recurso de reposición, 
podría ser perfectamente aplicable al resto de los recursos administrativos.

Los distintos recursos administrativos

Recurso de alzada

•	 Objeto

Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1 de la LPACAP, cuan-
do no pongan fin a la vía administrativa, podrán ser recurridos en alzada ante 
el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los Tribunales y 
órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y 
cualesquiera otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se 
considerarán dependientes del órgano al que estén adscritos o, en su defecto, del 
que haya nombrado al presidente de los mismos.

El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna 
o ante el competente para resolverlo.

Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, 
éste deberá remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y con 
una copia completa y ordenada del expediente.

El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del 
cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior.

•	 Plazos

El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto 
fuera expreso. Transcurrido dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la reso-
lución será firme a todos los efectos.

Si el acto no fuera expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán 
interponer recurso de alzada en cualquier momento a partir del día siguiente a 
aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos 
del silencio administrativo.

El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Trans-
currido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá entender desestimado el re-
curso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1, tercer párrafo de la LPACAP.
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Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso admi-
nistrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión, en los casos establecidos en 
el artículo 125.1 de la LPACAP.

Recurso potestativo de reposición

•	 Objeto
Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser re-

curridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera 
dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencio-
so-administrativo.

No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea re-
suelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso 
de reposición interpuesto.

•	 Plazos
El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto 

fuera expreso. Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso 
contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recur-
so extraordinario de revisión.

Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán 
interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día siguiente a 
aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto.

El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes.

Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nue-
vo dicho recurso.

Recurso extraordinario de revisión

•	 Objeto y plazos
Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso ex-

traordinario de revisión ante el órgano administrativo que los dictó, que también 
será el competente para su resolución, cuando concurra alguna de las circunstan-
cias siguientes:

a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los 
propios documentos incorporados al expediente.

b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto 
que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida.

c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios 
declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella reso-
lución.

d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, 
cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya 
declarado así en virtud de sentencia judicial firme.

El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa 
a) del apartado anterior, dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la 
notificación de la resolución impugnada. En los demás casos, el plazo será de tres 
meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que la senten-
cia judicial quedó firme.
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Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los interesados 
a formular la solicitud y la instancia a que se refieren los artículos 106 y 109.2 de la 
LPACAP ni su derecho a que las mismas se sustancien y resuelvan.

•	 Resolución
El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamen-

te la inadmisión a trámite, sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado 
u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando el mismo no se funde en 
alguna de las causas previstas en el apartado anterior o en el supuesto de que se 
hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.

El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión 
debe pronunciarse no sólo sobre la procedencia del recurso, sino también, en su 
caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto recurrido.

Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraor-
dinario de revisión sin haberse dictado y notificado la resolución, se entenderá 
desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa.

Reclamación económico-administrativa

Las materias en las que podrá reclamarse por esta vía son las siguientes:

•	 La aplicación de los tributos y la imposición de sanciones tributarias 
que realicen la Administración General del Estado y las entidades de 
derecho público vinculadas o dependientes de la misma.

•	 La aplicación de los tributos cedidos por el Estado a las comunidades 
autónomas o de los recargos establecidos por éstas sobre tributos del 
Estado y la imposición de sanciones que se deriven de unos y otros.

•	 Cualquier otra que se establezca por precepto legal expreso.

Los actos susceptibles de reclamación económico-administrativa, en relación 
con las materias a las que nos referimos con anterioridad:

─	 Los que provisional o definitivamente reconozcan o denieguen un de-
recho o declaren una obligación o un deber.

─	 Los de trámite que decidan, directa o indirectamente, el fondo del 
asunto o pongan término al procedimiento.

En materia de aplicación de los tributos, son reclamables:

─	 Las liquidaciones provisionales o definitivas.

─	 Las resoluciones expresas o presuntas derivadas de una solicitud de 
rectificación de una autoliquidación o de una comunicación de datos.

─	 Las comprobaciones de valor de rentas, productos, bienes, derechos y 
gastos, así como los actos de fijación de valores, rendimientos y bases, 
cuando la normativa tributaria lo establezca.

─	 Los actos que denieguen o reconozcan exenciones, beneficios o incen-
tivos fiscales.

─	 Los actos que aprueben o denieguen planes especiales de amortización.

─	 Los actos que determinen el régimen tributario aplicable a un obligado 
tributario, en cuanto sean determinantes de futuras obligaciones, in-
cluso formales, a su cargo.

─	 Los actos dictados en el procedimiento de recaudación.
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─	 Los actos respecto a los que la normativa tributaria así lo establezca.

─	 Los actos que impongan sanciones.

Serán reclamables, igualmente, previo cumplimiento de los requisitos y en la 
forma que se determine reglamentariamente, las siguientes actuaciones u omisio-
nes de los particulares en materia tributaria:

─	 Las relativas a las obligaciones de repercutir y soportar la repercusión 
prevista legalmente.

─	 Las relativas a las obligaciones de practicar y soportar retenciones o 
ingresos a cuenta.

─	 Las relativas a la obligación de expedir, entregar y rectificar facturas 
que incumbe a los empresarios y profesionales.

─	 Las derivadas de las relaciones entre el sustituto y el contribuyente.

No se admitirán reclamaciones económico-administrativas respecto de los si-
guientes actos:

─	 Los que den lugar a reclamación en vía administrativa previa a la judi-
cial, civil o laboral o pongan fin a dicha vía.

─	 Los dictados en procedimientos en los que esté reservada al Ministro 
de Hacienda o al Secretario de Estado de Hacienda la resolución que 
ultime la vía administrativa.

─	 Los dictados en virtud de una ley que los excluya de reclamación eco-
nómico-administrativa.

Estará legitimado para interponer reclamación económico-administrativa contra 
los actos relativos a las materias a las que se refiere el apartado 1 cualquier per-
sona cuyos intereses legítimos resulten afectados por el acto administrativo, así 
como el Interventor General de la Administración del Estado o sus delegados, en 
las materias a que se extienda la función fiscalizadora que le confieran las dispo-
siciones vigentes.

No estarán legitimados para interponer reclamación económico-administrativa 
contra los actos relativos a las materias a las que se refiere el apartado 1:

─	 Los funcionarios y empleados públicos salvo en los casos en que inme-
diata y directamente se vulnere un derecho que en particular les esté 
reconocido o resulten afectados sus intereses legítimos.

─	 Los particulares cuando obren por delegación de la Administración o 
como agentes o mandatarios en ella.

─	 Los denunciantes.

─	 Los que asuman obligaciones en virtud de pacto o contrato.

─	 Los organismos u órganos que hayan dictado el acto impugnado, así 
como cualquier otra entidad por el mero hecho de ser destinataria de 
los fondos gestionados mediante dicho acto (...).

El conocimiento de las reclamaciones económico-administrativas corresponde-
rá con exclusividad a los órganos económico-administrativos, que actuarán con 
independencia funcional en el ejercicio de sus competencias.

•	 En el ámbito de competencias del Estado, son órganos económico-ad-
ministrativos:
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	El Tribunal Económico-administrativo Central.

	Los tribunales económico-administrativos regionales.

	Los tribunales económico-administrativos locales.

•	 También tendrá la consideración de órgano económico-administrativo 
la Sala Especial para la Unificación de Doctrina.

•	 La competencia de los tribunales económico-administrativos será irre-
nunciable e improrrogable y no podrá ser alterada por la voluntad de 
los interesados.

Suspensión:

•	 La ejecución del acto impugnado quedará suspendida automática-
mente a instancia del interesado si se garantiza el importe de dicho 
acto, los intereses de demora que genere la suspensión y los recar-
gos que procederían en caso de ejecución de la garantía, en los tér-
minos que se establezcan reglamentariamente. Si la impugnación 
afectase a una sanción tributaria, su ejecución quedará suspendida 
automáticamente sin necesidad de aportar garantías de acuerdo con 
lo dispuesto en el apartado 3 del Art. 212 de la LGT. (Apartado 1 del 
Art. 233 de la LGT).

•	 Las garantías necesarias para obtener la suspensión automática a la 
que se refiere el apartado anterior serán exclusivamente las siguientes 
(Apartado 2 del Art. 233 de la LGT):

	Depósito de dinero o valores públicos.

	Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o socie-
dad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución.

	Fianza personal y solidaria de otros contribuyentes de recono-
cida solvencia para los supuestos que se establezcan en la nor-
mativa tributaria.

Resolución:

•	 Los tribunales no podrán abstenerse de resolver ninguna reclamación 
sometida a su conocimiento sin que pueda alegarse duda racional o 
deficiencia en los preceptos legales.

•	 Las resoluciones dictadas deberán contener los antecedentes de he-
cho y los fundamentos de derecho en que se basen y decidirán todas 
las cuestiones que se susciten en el expediente, hayan sido o no plan-
teadas por los interesados.

•	 La resolución podrá ser estimatoria, desestimatoria o declarar la inad-
misibilidad. La resolución estimatoria podrá anular total o parcialmente 
el acto impugnado por razones de derecho sustantivo o por defectos 
formales. Cuando la resolución aprecie defectos formales que hayan 
disminuido las posibilidades de defensa del reclamante, se producirá 
la anulación del acto en la parte afectada y se ordenará la retroacción 
de las actuaciones al momento en que se produjo el defecto formal. 
Con excepción del supuesto al que se refiere el párrafo anterior, los 
actos de ejecución, incluida la práctica de liquidaciones que resulten 
de los pronunciamientos de los tribunales, no formarán parte del pro-
cedimiento en el que tuviese su origen el acto objeto de impugnación. 




